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una plaza residencial para el joven la cual no llegó a ocupar por encontrarse 
ilocalizado. En el informe que nos fue remitido se matizaba lo siguiente:

“... En este, como en otros casos, el paso por un CIMI no puede ser causa 
de priorización de estos menores para la asignación de estos dispositivos, 
siendo estos centros los que deben gestionar su documentación, al tener 
asignada su guarda. Además, aquellos menores con una problemática 
concreta deben ser atendidos en recursos más específicos, acordes con 
su situación. De hecho, a todos se les ofrece la posibilidad de realizar un 
seguimiento de su situación socio laboral a través del programa Labora, 
donde se derivan los mayores del 16 años que se encuentran en centros 
de menores.

Las múltiples incidencias provocadas por el menor, hacen que el mismo 
no tenga un perfil adecuado para un dispositivo de autonomía, por lo 
que debería ser atendido por la red de servicios sociales especializados 
de personas sin hogar. El artículo 42.2 de la Ley 9/2016, de 27 de 
diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía establece como prestación 
garantizada el alojamiento. A pesar de todo ello, con posterioridad a la 
emisión del anterior informe realizado por esta Delegación Territorial en 
relación con este expediente, ha existido un aumento sustancial de plazas 
coordinadas por la Dirección General de Infancia (42 plazas en Málaga), 
por lo tanto, teniendo en consideración dicho incremento y siguiendo la 
Recomendación emitida por esa Institución, se ha gestionado para este 
menor la reserva de una plaza de modo urgente … Puestos en contacto 
con Juzgado de Menores éste ha informado que el menor no esta 
localizado. No obstante, hasta que no haya otros candidatos para dicha 
plaza, la misma estará disponible para una entrada concertada ...”

3.1.2.6.4  Personas menores con especiales problemas de comportamiento

Nuestra Defensoría tramita quejas en las que se demandan recursos 
especializados donde los menores, especialmente en edad adolescente, 
puedan recibir terapia especializada para reconducir sus problemas 
de comportamiento. Se produce esta situación cuando la familia afectada 
se ve impotente para reconducir la conducta del menor, que no atiende las 
indicaciones de sus padres y altera por completo la convivencia familiar, 
llegando incluso a agredirles. En su entorno social suele repetir igual 
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comportamiento, en una espiral de conductas cada vez de mayor gravedad, 
lo cual hace aventurar para el menor un futuro nada halagüeño.

Así en la queja 21/5846 la interesada nos decía 
que su hijo, de 16 años de edad, venía reiterando 
graves problemas de comportamiento, llegando 
incluso a ser encausado en procedimientos de 
responsabilidad penal pero que no llevaron 
aparejados su internamiento en un centro para 
menores infractores. Al no observar ninguna 
mejoría en el menor dirigió un escrito a la Fiscalía 
manifestando su impotencia para contener la 
conducta desadaptada de su hijo, por los daños 
que dicha conducta pudiera ocasionar a sus 
potenciales víctimas y por el perjuicio que esta 
conducta estaba causando al propio menor, que 
en ningún caso se responsabilizaba de sus actos, 
y a continuación se dirigió a esta Defensoría 
solicitando nuestra intervención para que lo 
ingresaran en un centro especializado donde 
pudiera recibir terapia especializada para reconducir dichos problemas de 
comportamiento.

Tras analizar los hechos expuestos por la madre le informamos que en casos 
extremos como el de su hijo, en que la conducta violenta e inadaptada del 
menor imposibilita ejercer los deberes inherentes a su guarda y custodia, 
la legislación prevé la opción contemplada en los artículos 19 y 25.3 de 
la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor; y también en 
los artículos 96.2 y 112 de la Ley 4/2021 de la Infancia y Adolescencia de 
Andalucía: De conformidad con esta previsión legal, los progenitores de un 
menor pueden solicitar al Ente Público de Protección de Menores que 
asuma temporalmente su guarda (delegación voluntaria de guarda) 
para que el menor sea internado en un centro de protección de 
menores especializado en el abordaje de problemas de conducta. Tanto 
el ingreso en dicho centro especializado como la posterior salida y regreso al 
hogar familiar requieren de autorización judicial. A tales efectos facilitamos 
a la madre los datos de contacto del Servicio de Protección de Menores para 
que pudiera gestionar esta posibilidad.

En supuestos 
extremos el 
Ente Público 
llega a asumir 
temporalmente 
la guarda de 
un menor para 
su ingreso en 
un centro de 
protección 
especializado en 
problemas de 
conducta
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De igual modo en la queja 21/3721 la interesada se mostraba desesperada 
por los problemas de comportamiento de su hijo, de 16 años. Decía haber 
agotado todos los recursos públicos que pudieran ofrecer alguna alternativa 
de tratamiento al problema de conducta del menor, y como última opción 
solicita la intervención de esta Defensoría para que el Ente Público valorase 
la posibilidad de que fuese ingresado en un centro especializado en el 
abordaje de este tipo de problemática.

Tras interesarnos por su caso pudimos conocer que en el Ente Público no 
constaba ningún expediente de protección a favor del menor. Únicamente 
constaba una consulta realizada por la madre en la que solicitaba información 
para ingresar a su hijo en el centro de trastornos de conducta, siendo así 
que en esos momentos existía un litigio familiar de fondo, al encontrarse 
en curso la demanda judicial presentada por el padre para que le fuese 
asignada la guarda y custodia de su hijo. Por ello desde el Ente Público se 
orientó a la madre para que acudiese a los servicios sociales de su localidad 
al objeto de abordar la posible situación de riesgo y evitar la separación del 
chico de su entorno familiar.

En consecuencia, la viabilidad de la petición realizada por la madre quedaba 
a expensas del resultado de la intervención del Equipo de Tratamiento 
Familiar y de la valoración de que su situación obligaba a adoptar medidas de 
protección que conllevasen su ingreso en un centro de tales características.

También en la queja 21/6611 la interesada nos expresaba su desesperación 
por los problemas de comportamiento de su hijo, de 13 años, y por ello pedía 
ayuda para que fuese ingresado en un centro especializado donde pudiera 
recibir terapia adecuada. El menor estaba diagnosticado de trastorno de 
conducta desafiante y negativista; también de trastorno de déficit de 
atención con hiperactividad y síndrome de Tourette.

Nos decía la madre que el caso de su hijo estaba siendo abordado por el 
Equipo de Tratamiento Familiar pero que le habían indicado que resultaba 
inviable trabajar con él, siendo necesario que previamente recibiese un 
tratamiento especializado que redujera su agresividad.

El caso de este adolescente tuvo una solución favorable, siendo finalmente 
ingresado en dicho centro por decisión judicial, tal como prevé la legislación.
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